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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena proferido el día 16 de Octubre-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se afirma, que el día diecisiete (17) de septiembre de 2006, a eso de las 12:30 del medio día, en el interior de la residencia ubicada en la calle 3ª No 8-32 de esta capital, fue lesionada en su rostro la señora MARÍA ELENA VALENCIA PUERTA, a consecuencia de un golpe que con martillo le propinó quien dijo llamarse MARTÍN EMILIO ESCOBAR (compañero permanente de la mamá de la citada). A causa de ese impacto, la señora VALENCIA PUERTA presentó incapacidad médico legal de 45 días y como secuelas, todas ellas de carácter permanente, le quedó: perturbación funcional del órgano de la visión, deformidad física que afecta el rostro y perturbación síquica.
Se tiene conocimiento, que entre los citados se han venido presentando enfrentamientos desde hace ya varios años, relacionados con la posesión de la casa de habitación en donde sucedieron los hechos, vivienda que se encuentra dividida para albergar varias familia. El día de los hechos, a MARÍA ELENA la llamó una inquilina de la parte que correspondía a su hermana, a solicitarle una ayuda puesto que había ocurrido un daño en la tubería y se estaban inundando. Al llegar a socorrer a la arrendataria, apareció de repente el señor ESCOBAR y a partir de ese momento sobrevino la reyerta con los consabidos resultados.

1.2.- El día trece (13) de febrero de 2007, se realizó la audiencia preliminar de formulación de imputación ante el Juzgado Penal Municipal de Control de Garantías, momento en el cual la Fiscalía le atribuyó autoría en el delito de Lesiones Personales dolosas de que tratan los artículos 111 y 114 del Código Penal, incrementada la pena de conformidad con el artículo 14 de la Ley 890 de 2004. El indiciado NO ACEPTÓ la imputación.
1.3.- Para el día quince (15) de marzo siguiente y en atención a la no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó escrito de acusación en contra del señor MARTÍN EMILIO ESCOBAR por igual conducta a la mencionada en la imputación, pero aclarando que ya se tenía conocimiento del nuevo dictamen médico legal en el cual se indicaba la deformidad física permanente que afectaba el rostro, al igual que se hizo mención a las secuelas de orden psíquico derivadas de este acontecimiento.
1.4.- El asunto pasó al conocimiento del Juzgado Segundo Penal Municipal de esta capital, autoridad que dispuso la realización de la audiencia de formulación de acusación en la cual la Fiscalía dejó consignado el cargo por LESIONES PERSONALES dolosas pero contenidas en los artículos 111, 114 y 115 inciso segundo del Código Penal. Con posterioridad se efectúa la Audiencia Preparatoria y finalmente el juicio oral que tuvo lugar los días 29 y 30 de agosto del año próximo pasado, al cabo del cual el Juez encargado anunció un fallo de carácter condenatorio.
Consecuente con ello, se profirió la sentencia respectiva en la cual se declaró la responsabilidad penal del acusado en congruencia con los cargos endilgados, con imposición de una sanción privativa de la libertad de cuarenta y ocho (48) meses de prisión, multa de 36 s.m.l.m.v., la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término a la principal, sin derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Para llegar a esa conclusión, la Juez titular del despacho consideró que de los testimonios rendidos en juicio se concluía que entre estas personas existía una confrontación de vieja data y que fue el señor MARTÍN ESCOBAR quien aprovechó la presencia momentánea de la dama en esa vivienda para desahogar sus intentos y generarla un daño de inmensas proporciones. Destacó la desproporción de ese ataque indebido para sostener que la señora MARÍA ELENA se vio desprotegida y no pudo hacer nada para reaccionar y protegerse. 
1.5.- La defensora pública no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, razón por las cuales los registros fueron enviados a este Tribunal para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensora

Hace el relato de lo acaecido en el juicio, para resaltar que a la residencia del aquí acusado llegó la señora MARÍA ELENA con el fin de revisar una gotera o un daño en el conducto del agua que había reportado una inquilina de ese mismo inmueble. Una vez en el interior de esa casa, ofende de palabra a su cliente, entran en discusión y ella “lo encuella”, él empuña su mano y se defiende con un golpe que dio lugar a las lesiones que ahora presenta la denunciante.

Los testigos que presentó la Fiscalía no probaron nada, porque a ninguno le consta el instante de la agresión, sólo sirven para demostrar los conflictos existentes entre los miembros de esta familia y que esta situación sobrevino a raíz de esos altercados. 
Admite que la Fiscalía probó: (i) la autoría, porque es verdad que quien le dio el golpe en el ojo a la señora MARÍA ELENA fue MARTÍN; (ii) los graves disgustos entre ellos surgidos desde hacía ya bastante tiempo por la posesión precisamente de esa casa, con las conminaciones incluidas ante el Inspector de Policía y una Juez de Paz, lo mismo que la existencia de un proceso reivindicatorio; (iii) que todo ocurrió dentro de la citada vivienda; (iv) que a consecuencia de todo esto sobrevino una lesión en el ojo de MARÍA ELENA. 
Pero en contrario, la Fiscalía, a su juicio, no probó: (i) el dolo o la intención de causarle ese daño a la señora MARÍA ELENA; (ii) que fue con el puño o con un martillo, puesto que el dictamen sólo hace mención a que fue con elemento “contundente”; (iii) la agresión que ella le causó a él; es decir, se omitió afirmar que MARÍA ELENA encuelló a MARTÍN, luego del insulto que le hizo ella a él, y de ahí la necesidad que le sobrevino para defenderse en forma legítima, puesto que “no tenía otra opción”.

A continuación, da a conocer una situación procesal que considera una irregularidad sustancial que amerita la nulidad del juicio, esto, por cuanto el funcionario que llevó a cabo la audiencia de juzgamiento fue uno, pero quien dictó el fallo respectivo fue la titular del despacho, es decir, fueron personas diferentes las que intervinieron en este asunto, lo que a su entender es situación anómala porque el fallador debe ser el mismo Juez que adelante el debate oral. Con ese proceder, dice, considera violados los principios de imparcialidad, inmediatez, e inmediación, por lo mismo, el debido proceso.
En caso de no considerarse procedente esa anulación, solicita subsidiariamente a la Sala la absolución para su procurado, con fundamento en el reconocimiento de una causal excluyente de responsabilidad, no otra que una legítima defensa por haber actuado en la protección de su propia integridad física. Fundamenta su aseveración, en el hecho de que todos los testigos de la defensa dieron buena cuenta de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se desarrollaron los hechos, y de allí se infiere que entre estas personas ya existían rencillas anteriores y que él no estaba obligado a soportar la agresión de la cual fue víctima por parte de ella. 

La falladora incurrió en un falso juicio de identidad por falta de apreciación de la prueba, puesto que, no obstante admitir la información suministrada por los deponente de la defensa, concluye que no hay lugar al reconocimiento de esa eximente de responsabilidad por el simple hecho de no existir proporcionalidad entre el ataque y la reacción, cuando lo real es que todo esto se presentó “mano a mano”.

Ahora, si el Tribunal considera que no se dan los elementos para la exoneración, al menos se le reconozca a MARTÍN ESCOBAR la diminuente del exceso en la legítima defensa que no quiso admitir la Juez a quo por esa confusión en la cual incurrió la funcionaria.
2.2.- Fiscal

Solicita la confirmación plena del fallo, por cuanto ella llegó a esa casa por el llamado que le hizo una inquilina, no porque quisiera hacerse presente en ese lugar.
Estando en el interior de la residencia, fue maltratada verbal y físicamente por este individuo, quien le dio un golpe en el ojo con las graves consecuencias ya conocidas, puesto que le generaron no solo una incapacidad médico legal, sino unas secuelas de carácter permanente tanto físicas como síquicas.

Llama la atención acerca del contenido del testimonio de la víctima, pues lo encuentra claro y conciso. De allí se extrae, que efectivamente la señora AMPARO en su condición de inquilina, la mandó a llamar repetidas veces y finalmente ella tuvo que atender esa solicitud pues era la encargada. Cuando se encontraron dentro de la casa él fue quien la insultó muy feo, se entró y volvió a salir esta vez con un martillo en la mano y le pegó en el ojo. Todo eso está corroborado incluso con los propios testigos de la defensa, motivo por el cual no comprende la razón por la cual este sujeto procesal insiste en decir que fue ella quien lo provocó con los resultados ya conocidos. 

Tanto el Inspector de Policía como la Juez de Paz, hablan de los problemas entre estas familias y lo agresivo que se mostró MARTÍN EMILIO en las diligencias judiciales llevadas a caso para intentar sortear esta problemática sin éxito alguno.

Solicita tener en consideración, además, que la víctima no tenía restricción alguna para entrar a esa casa, como quiera que la señora que allí vivía era la arrendataria de la parte que le correspondía a su hermana y doña MARÍA ELENA era la encargada de recibirle el arriendo y atender sus reclamos, como fue lo ocurrido en esta oportunidad. 
De todas formas, era bien desproporcionada la confrontación, porque se trata de una mujer desvalida frente a un hombre corpulento. Menciona al punto, que en los delitos de Violencia Intrafamiliar, el legislador tuvo presente que el hecho de que la agresión física o síquica se lleve a cabo contra una mujer, ese solo hecho constituye ya una agravante. 
2.3.- Representante de las víctimas
Se une a la presentación que ha hecho del caso la señora Fiscal, en el sentido que el reconocimiento de una legítima defensa no tiene cabida porque la teoría de la defensa en el sentido de haber sido ella quien lo agredió a él, no tuvo respaldo con los testigos que depusieron en el juicio.
Se demostró que el acusado valiéndose de un objeto contundente, que ha de entenderse era un martillo en consideración a que el dictamen refiere un “objeto romo”,  la golpeó brutalmente en el rostro y le hizo perder un ojo que le ha generado un severo traumatismo de orden depresivo según lo comentó el psiquiatra.

Él quiso descargar en ella toda la ira y la frustración que tenía represada por los problemas anteriores, olvidándose que el hombre siempre tiene la ventaja por sobre la mujer y ella es una persona de edad, frágil y por lo mismo vulnerable.
Recuerda que el proceso no es de reivindicación sino de simulación en contra de las víctimas, pero el Juzgado dijo que no acogía las pretensiones de la demanda; falta esperar la determinación de la segunda instancia que de seguro será confirmatoria. Incluso presentaron una acción de tutela también contra la lesionada y su hermana pero también fue denegada. Con todo ello, hay que concluir que ellas tienen un legítimo derecho en esa propiedad y el señor MARTÍN tenía que respetar tal situación, con mayor razón cuando él simplemente fue un sujeto que llegó a esa casa de arrimado porque la mamá de ellas le permitió su estadía temporal y ahí se quedó.

Para demostrar la personalidad agresiva de MARTÍN basta escuchar los testimonios del Inspector de Policía y de la Juez de Paz para darse cuenta de su trato con los demás; por eso mismo, sería injusto el reconocimiento de una legítima defensa cuando lo que se observa es un sujeto que no atacó sin proteger derecho alguno, pues ningún daño se le estaba haciendo con la presencia de MARÍA ELENA.

3.- La Decisión

Está facultada la Corporación para conocer de este asunto, con ocasión de la apelación interpuesta por la Defensa Pública del acusado MARTÍN EMILIO ESCOBAR. 

La presentación oral del recurso, nos enseña que la inconformidad radica tanto en un aspecto procesal formal por un error in procedendo, como en uno sustancial o de fondo por un error in iudicando. Lo primero, será tratado en forma previa por cuanto de prosperar haría ineficaz cualquiera otro pronunciamiento, y tiene que ver con el supuesto cambio indebido de funcionario fallador, habida consideración a que uno fue el Juez que tramitó el juicio oral en su integridad, y otro el Juez que finalmente dictó el fallo respectivo. Lo segundo, hace alusión al desacuerdo existente con el carácter condenatorio del fallo, pues al decir de la defensa técnica, el aquí procesado se vio compelido a reaccionar en defensa propia y en esas condiciones una sanción penal contraría elementales principios de justicia material. 
Acerca de los efectos de la irregularidad detectada, se ve la Sala obligada a sostener que no es un aspecto que trascienda a la invalidación del fallo confutado. Y no lo es, porque si bien el normal desenvolvimiento del procedimiento hace pensar que debería ser el mismo Juez que lleva a cabo la integralidad del juicio y anuncia el sentido del fallo, quien dicte la sentencia de rigor. Sobre ese particular no hay disposición procesal alguna que así lo exija. 

Lo que consagra el artículo 454 de la Ley 906 de 2004, es algo diferente, véase: “si el término de suspensión incide por el transcurso del tiempo en la memoria de lo sucedido en la audiencia y, sobre todo de los resultados de las pruebas practicadas, esta se repetirá -entiéndase la audiencia del juicio oral-. Igual procedimiento se realizará si en cualquier etapa del juicio oral se debe cambiar al juez”. Como vemos, ese dispositivo no fue transgredido en el caso presente porque un mismo juez llevó a cabo toda la audiencia de juicio oral.
Entiende el Tribunal, que ese funcionario que estuvo atento a todo el desarrollo del juicio oral, público y concentrado, fue el mismo que tomó la decisión judicial, porque es entendido frente al nuevo esquema procesal, que la labor de juzgar, de definir con poder de jurisdicción el asunto debatido, se ejerce al momento de anunciar el sentido del fallo. Lo otro, esto es, la dictación de la providencia, es un complemento explicativo de la decisión ya adoptada y vinculante.
Así las cosas, no vemos una razón jurídica atendible para la anulación de este procedimiento, y menos un sentido de conveniencia en lo que se pide, puesto que, al ser el director del juicio un servidor público que asumió esa función en calidad de encargado mientras se surtía el reemplazo temporal de la titular de ese despacho -por período de vacaciones-, es apenas comprensible que esa asunción de los deberes como Juez se cumplirían por un corto tiempo y esa condición pro tempore hacía imposible que realizara el juicio y luego de transcurrir el término de los treinta (30) días que tienen las partes para agotar el incidente de reparación, profiriera el fallo respectivo. 
Si lo que se solicita por la defensa hiciera carrera en los estrados judiciales, sencillamente significaría que ningún Juez encargado estaría en posibilidad física de realizar un juicio oral, lo cual riñe abiertamente con las reglas que orientan la debida administración de justicia.
Superado ese escollo, abordaremos el tema central en discusión, no otro que la responsabilidad penal del acusado MARTÍN EMILIO ESCOBAR.

Lo primero a decir, es que aquí no hay discusión alguna en lo que hace con la materialidad de la infracción, es decir, se da por descontado que efectivamente la señora MARÍA ELENA VALENCIA PUERTA sufrió un daño corporal irreparable, como se aprecia en el primer dictamen médico legal que incluso fue objeto de estipulación por las partes confrontadas. Los efectos nocivos del golpe recibido, fueron debidamente delimitados en el escenario del juicio oral, al sostenerse que a consecuencia de ello se dio lugar a una incapacidad médico legal definitiva de 45 días, quedando como secuela la perturbación funcional permanente del órgano de la visión, deformidad física que le afecta el rostro igualmente de carácter permanente dado lo ostensible del cambio de ojo y coetáneamente una perturbación síquica también de carácter permanente.

Teniendo probado entonces, más allá de toda duda, las lesiones corporales del sujeto pasivo de la acción, lo mismo que el autor de las mismas, puesto que tampoco se discute que el causante de esa agresión fue el señor MARTÍN EMILIO ESCOBAR, lo que resta por completar es el grado de responsabilidad de la persona involucrada, pues al decir de la defensa, lo hizo bajo una causal excluyente de responsabilidad, más propiamente la “legítima defensa”; o, subsidiariamente, en un exceso en esa causal de justificación, por la desproporción entre el ataque y la legítima reacción.
A ello se reconduce el tema en discusión, puesto que mientras el procesado y su defensora insisten en que doña MARÍA ELENA llegó a esa vivienda donde se encontraba MARTÍN EMILIO para provocarlo y atacarlo, a lo cual no le quedó otra alternativa que repelar la agresión con los resultados ya conocidos; la contraparte representada por Fiscalía, víctima y apoderado de ésta, sostienen que la citada se hizo presente en esa morada por el llamado de urgencia que le hizo la vecina para que la socorriera en una calamidad doméstica, momento en el cual apareció en escena MARTÍN EMILIO quien luego de ofenderla de palabra y exigirle que se fuera, la atacó violentamente con un golpe en el ojo que causó severo traumatismo en su órgano de la visión.

Lo que se propone como discusión, obliga a dilucidar: (i) Si estamos en presencia de una riña; y de ser así (ii) si es posible el advenimiento de la legítima defensa o un exceso en esa causal eximente de responsabilidad; o, por el contrario, se trata de instituciones incompatibles que se excluyen en el caso concreto.
Podemos asegurar, que la riña recíproca, en principio, es figura que se opone a la legítima defensa, pero existen elementos sustanciales que de estar presentes hacen procedente su coexistencia. 

Para decirlo en términos de intencionalidad, es preciso definir si los hechos se desencadenaron por el dolo de ímpetu que se generó para el acusado en el momento del infortunado encuentro, o si esa intencionalidad estuvo ausente y sencillamente se actuó desprovisto de una tal pretensión pero bajo el legítimo deseo de conservar la propia existencia. 

Es bien explicativa la forma como la doctrina ha querido diferenciar estos temas cuando de analizar la figura de la RIÑA se trata. Ocurre que, como se sabe, en el normal desenvolvimiento de una confrontación los actos que cada uno de los oponentes realiza son recíprocamente injustos y por lo mismo al margen de la ley. Cada uno sabe lo que sucederá y sin embargo quiere, acepta o le es indiferente el resultado que está por sobrevenir. Pero, acerca de la prueba respecto al deseo que se tiene de un fin determinado, debe decirse que esa intención es muy propia entre quienes ya han tenido diferencias (como en el caso que se juzga) y simplemente esperan el momento propicio para desahogar su ánimo.

Con relación a esa “reciprocidad injusta”, la Corte hubo de aclarar: 

“Lo que en realidad diferencia la riña de la legítima defensa, no es la existencia de la actividad agresiva recíproca que es de obviedad entender, esta se da en ambas situaciones, sino además la subjetividad con que actúan los intervinientes en el hecho, que en un caso, el de la riña, corresponde a mutua voluntariedad de los contendientes a causarse daño, y en el otro el de la legítima defensa, obedece a la necesidad individual de defenderse de una agresión ajena, injusta, actual e inminente, es decir, propiciada voluntariamente…

(…)

“La riña es un combate entre dos personas, un cambio recíproco de golpes efectuado con el propósito de causarse daño (…) de suerte que no hay riña sin intención de pelear (…) en cambio, la legítima defensa, aunque implica pelea, combate, uno de los contrincantes lucha por su derecho, únicamente cumple con un deber, obra de acuerdo con la ley al defender las condiciones esenciales de su existencia personal…” 

No obstante, así nos encontráramos frente a un real evento de “riña provocada o contienda consentida”
 o una “riña recíproca con desbordamiento de los marcos legales”
, ello no impide que en el desarrollo de la reyerta cambien las condiciones para uno de los confrontados y surja para él una situación no prevista que lo obligue a actuar en legítima defensa, es decir, que aun en la riña existe la posibilidad de una eximente de esta naturaleza. Al tema se refirió el maestro REYES ECHANDÍA:
“En relación con la riña, parece correcta la posición de quienes excluyen esta figura de la legítima defensa, dado que la violencia utilizada por los contrincantes es “recíprocamente injusta”; a menos que uno de los empeñados en la lucha cambie sustancialmente sus condiciones, rompa la continuidad de los actos, como dice CARRARA, pues entonces puede subsistir la excusa del peligro sobreviviente”. 

A nuestro modo de ver, sin embargo, aquí lo que ocurrió no fue propiamente una riña consentida y recíproca, sino más bien un desafortunado encuentro casual (al menos no hay prueba en contrario), entre dos personas que tenían rencillas anteriores; una de las cuales (Martín Emilio Escobar) quiso imponer su voluntad para exigirle la retirada de ese recinto a la otra (María Elena), sin que pueda decirse válidamente que ésta debió cumplir esa orden abusiva para evitar el funesto desenlace. 
Mírese incluso, que así la amenazada se hubiera preparado para repeler el eventual ataque, que por supuesto no se hizo esperar, de todas formas este proceder aparentemente provocador y no evasivo de parte de MARÍA ELENA, tampoco sería fuente de la cual pudiera pregonarse algún beneficio penal para el acusado. 
Y así lo decimos, porque el hecho de estar preparado para la defensa en una eventual confrontación, constituye una actitud legítima en todo ser humano. Así lo concluyó la Sala Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia en las siguientes palabras:

“(…) es obvio que una cosa es aceptar una pelea o buscar la ocasión de que se desarrolle y otra muy distinta estar apercibido para el caso en que la agresión se presente. Con lo primero pierde la defensa una característica esencial para su legitimidad, como es la inminencia o lo inevitable del ataque, pero ningún precepto de moral o de derecho prohíbe estar listo para la propia tutela, es más, elemental aconseja a quien tiene peligros, precaverse a tiempo y eficazmente contra ellos…”

Para el caso que nos convoca no encuentra el Tribunal que el comportamiento asumido por la señora MARÍA ELENA VALENCIA merezca reproche alguno, porque en ningún momento ella ingresó al inmueble en busca de su enemigo para agredirlo y así se demuestra con el hecho de no haber llegado en posesión de armas o con ánimo pendenciero para atacar; no, si ella arribó a ese lugar fue precisamente porque se vio obligada a hacerlo habida consideración a la petición insistente de la inquilina quien le pedía que fuera a mirar el daño que se había presentado en la tubería y ella estaba en el deber de atender ese reclamo. 
Es posible pensar que la citada MARÍA ELENA debía estar enterada que en caso de aparecer en escena MARTÍN EMILIO seguramente sobrevendrían problemas, circunstancia que ella misma lo admite cuando en el juicio indicó que no quería ingresar a esa vivienda por el temor que le representaba encontrarse con él, pero que se vio forzada a hacerlo en consideración a las circunstancias.

Una vez en el interior, lo que se desencadenó sólo puede ser atribuido a MARTÍN EMILIO, por varias razones. La primera, que de él dependía iniciar o no la confrontación, como quiera que estaba claro que ella no había llegado a ponerle problemas sino a mirar el daño en la tubería de la casa dada en alquiler. Lo segundo, que el citado MARTÍN EMILIO tenía clara la forma en que iría a reaccionar en caso de volver a ver en ese lugar a MARÍA ELENA, pues ya le había advertido que de ingresar a ese inmueble lo sería “por sobre su cadáver”. Palabras más palabras menos, él no iba a perder la oportunidad para saciar su furia contra ella, tal y como se lo había dicho. 
Si se tiene claro por tanto, que es desde todo punto de vista más creíble que quien inició los insultos contra el otro fue MARTÍN EMILIO y no MARÍA ELENA, debido a que era él quien se sentía ofendido con la presencia ocasional de la persona a quien tenía como su enemiga (recordemos que los problemas suscitados entre ellos eran de vieja data y derivados de la posesión de ese inmueble), también es lógico pensar que de esos agravios verbales sobrevendría la confrontación física, como en efecto sucedió.
En ese terreno, es decir, en el del enfrentamiento físico, por supuesto que la dama llevaría la peor parte, no sólo por las condiciones corporales propias de un hombre y una mujer, sino porque según lo sostenido él tenía en su poder un martillo, en tanto ella iba desarmada. De todas formas, fue tan descomunal la superioridad, que los resultados de la gresca son fiel reflejo del estado de indefensión en el cual se encontraba MARÍA ELENA. 
Por mucho que se diga que ella alcanzó a coger por el cuello a su oponente, esa situación sólo hizo parte del encuentro cuerpo a cuerpo entre los dos, que se hacía inevitable, pero no puede ser base para argumentar que ese contacto justificaba o daba fundamento a una reacción legítima ya fuera plena o en exceso de parte del hoy acusado ESCOBAR.
Por esas precisas razones, la Sala dará confirmación a la decisión adoptada en la primera instancia.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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